Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 30 minutos.) 


-La Comisión tiene a consideración el proyecto de ley referido al Código de Ética Médica. 
Hemos recibido a las delegaciones pero todavía no comenzamos a estudiar el articulado. 


SEÑOR GALLO.- Este proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo tiene la característica especial 
de haber sido elaborado por el Colegio Médico del Uruguay en función de lo establecido en la Ley de 
Colegiación Médica. Uno de sus cometidos era la elaboración del proyecto del Código de Ética Médica, 
articulando todos los pasos que se debían dar para su aprobación. Fue un largo proceso que comenzó 
en noviembre de 2011 cuando la Corte Electoral proclamó a los integrantes del Colegio Médico y 
designó una Comisión asesora encargada de la redacción del anteproyecto. Se cumplió con todos los 
requisitos establecidos en la ley, se redactó el anteproyecto y fue repartido a todos los Consejos 
Regionales para ser corregido y remitido para su difusión. En el año 2012 se realizó la primera 
videoconferencia nacional sobre el Código Médico con la Comisión Asesora y con los Consejos 
Regionales. Además, se hizo llegar a la Comisión Asesora de la redacción del Código -se hizo de 
manera progresiva, y me remito a la Exposición de Motivos-, más de 200 contribuciones provenientes 
de aportes personales y colectivos. 


Dentro de los aportes colectivos estuvieron los de la Academia Nacional de Medicina, la 
Unidad Académica de Bioética de la Facultad de Medicina de Montevideo, la Universidad de la 
República, la Sociedad de Ginecología del Uruguay, el Instituto Nacional de Donación y Trasplante de 
Células, Tejidos y Órganos y la Comisión Nacional de Ética en Investigación del Ministerio de Salud 
Pública. 


Posteriormente, después de todo este proceso, el Consejo Nacional aprueba un texto 
definitivo que se plebiscita, de acuerdo a lo que establece la ley. Ese plebiscito dio como resultado una 
mayoría absoluta del total de votantes y más del 60% estuvieron de acuerdo con el proyecto de ley que 
se había estructurado. 


Ahora bien, la construcción del Código se confeccionó en función de las propuestas o ideas 
que surgen del propio colectivo. Cabe indicar que intervinieron absolutamente todos los actores, tanto 
individuales como colectivos. 


Se trata de un proyecto de ley que contempla los principios establecidos en la ley de creación 
del Colegio Médico del Uruguay, donde se plasman los principios generales que el Código Médico 
debía tener; además, se elabora con la legislación comparada, utilizando códigos de ética de otros 
países como -según entiendo- Francia y España. Cabe decir que los principios generales del 
Código de Ética Médica son muy similares y uniformes, por cuanto ya están establecidas las pautas 
para confeccionar los mismos. 


Antes de continuar, quiero hacer una digresión. Ya existían en el Uruguay Códigos de Ética 
gremiales -uno corresponde a la Federación Médica del Interior y otro del Sindicato Médico del 
Uruguay- y en ellas, cada uno de sus tribunales de ética, se manejaban teniendo en cuenta sus 
propios códigos. Quiere decir que los aplicaban, sin que existiera ley. 


Como este Código de Ética Médica establece para determinados incumplimientos, algunas 
sanciones que pueden llegar a suspender el título -esa es la máxima sanción-, se creyó que 
necesariamente, si se llegara a esa circunstancia, eso debía ser avalado por una ley. En definitiva, el 
Código de Ética Médica tenía que establecerse a través de la ley, en función de la necesidad que se 
tenía de aplicar o laudar determinadas circunstancias en las que se afectaban derechos que están 
sustentados en la Constitución. Por lo tanto, si no es por ley no se debería poner en marcha. 


Ese fue el motivo por el cual la propia ley decía que una vez realizado el Código de Ética 
Médica -con todo ese procedimiento-, pasara al Poder Ejecutivo y que este lo remitiera como proyecto 
de ley al Parlamento para transformarlo en ley. 


El Poder Ejecutivo analizó y estudió esa iniciativa y consideró que lo hacía suyo a los efectos 
de enviarlo al Parlamento. Estamos en esas circunstancias. 


Entonces, la discusión que podemos plantear es en relación al procedimiento que debe 
utilizar el Parlamento para transformar esta iniciativa en ley. Si el procedimiento es sobre una iniciativa 
del Poder Ejecutivo proveniente del Colegio Médico, la facultad que tiene el Parlamento es ratificarla o 
rechazarla. Si la rechaza vuelve y el procedimiento se reinstala en el Colegio Médico del Uruguay. Esa 
es una interpretación. La otra interpretación es abrirla y analizarla. 


En lo personal, dado el procedimiento -estamos en una situación muy especial-, para la 
elaboración la ley dio competencia al Colegio Médico del Uruguay, pero como debe tener fuerza de ley, 
ello determinó que el Poder Ejecutivo pudiera enviarlo al Parlamento a los efectos de que ese proyecto 
de ley -cuya elaboración, insisto, es del Colegio Médico del Uruguay- pueda, en definitiva, ser 
aprobado. Desde el punto de vista de la Comisión -que tiene frente a sí el análisis de este tema-, me 
parece que con todos estos antecedentes, lo que tenemos que hacer es ratificarlo o rechazarlo. Si se 
encuentran elementos para rechazarlo -que creo que tenemos todo el derecho de hacerlo-, debe ser 
devuelto al Poder Ejecutivo para luego ser enviado otra vez al Colegio Médico del Uruguay para que 
este -que es quien tiene la competencia de hacerlo- le haga las modificaciones que crea necesario. 
Con ese criterio nos gustaría manejarnos. 


Incluso, hay otra situación que no deja de ser importante: me refiero a los tiempos. El Colegio 
Médico está funcionando hace dos años y medio y, para hacerlo, necesita el Código de Ética Médica 
porque no puede analizar casos sin contar con el instrumento legal competente. Hoy en día, el Colegio 
ha encontrado impedimentos -tiene más de veinte o treinta casos a estudio- porque todavía falta este 
paso. Es decir que también hay un problema de urgencia para que el Colegio Médico empiece a 
funcionar definitivamente. Con estos argumentos es que planteamos el hecho de que la Comisión 
aborde este tema con el criterio de aprobarlo o no. En función de los procedimientos y criterios que se 
han tenido en cuenta, creo que el Código de Ética Médica es adecuado, por lo que estaríamos 
ratificándolo a los efectos de su aprobación. 


SEÑOR CONDE.- Me he planteado el mismo razonamiento que acaba de hacer el señor Senador 
Gallo acerca de si podemos abrir el análisis del texto del Código de Ética Médica para luego 
modificarlo. Desde luego que podemos analizarlo y debiéramos hacerlo -incluso artículo por artículo si 
fuera necesario- pero todavía queda en pie la pregunta de si podemos modificarlo y aprobarlo sin que 
regrese al Colegio Médico. 


La interpretación que hago coincide con la del señor Senador Gallo en el sentido de que la 
Ley N* 18.591 -que es la Ley de Colegiación- dice en su artículo 11: “Existirá un Código de Ética 
Médica que será sometido a consideración y aprobación plebiscitaria del cuerpo médico colegiado” -no 
todo el cuerpo médico siquiera, sino el colegiado, es decir, aquellos médicos que están afiliados al 
Colegio Médico- “y al cual deberán someterse los integrantes del Colegio”. Agrega en el artículo 19: 
“Las normas del Código de Ética Médica se aplicarán obligatoriamente a los afiliados al Colegio Médico 
del Uruguay a partir de la entrada en vigencia de la ley correspondiente”. Finalmente y para cerrar el 
razonamiento, el artículo 18 estipula: “Una vez aprobado el Código de Ética Médica de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 12, 13, 14, 15, 16 y 17 de la presente ley, el Colegio Médico del Uruguay lo 
enviará al Poder Ejecutivo para que este remita el proyecto de ley correspondiente al Poder 
Legislativo”. 


Ahora bien: si lo modificáramos, entiendo que cualquier modificación -no me refiero a 
modificaciones formales sino sustanciales o de contenido- ameritaría que el proyecto de ley volviese al 
Colegio Médico y fuera plebiscitada, porque la Ley de Colegiatura pone como condición que el texto 
que ingresa como proyecto de ley al Parlamento, haya sido plebiscitado por el Colegio Médico. 
Entonces, desde este punto de vista, la conclusión que parece surgir es que si lo aprobamos in totum - 


no quiere decir sin análisis en particular- y le introducimos modificaciones, no puede ser sancionado ni 
promulgado sino que debe ser remitido nuevamente al Colegio Médico para ser plebiscitado. 


SEÑOR AGAZZI.- Se trata de una situación absolutamente singular; no existen situaciones iguales a 
esta, ya que en materia legislativa la iniciativa la tienen el Poder Ejecutivo o los Legisladores. En ese 
caso, la Constitución de la República establece cuál es el procedimiento a llevar a cabo en la 
elaboración de una ley. No sé si hay otra situación como esta o si esta es la primera que se le presenta 
al Parlamento. Si bien carezco de formación en legislación -no tengo empacho en decirlo-, nunca oí 
hablar de una cuestión de este tipo. 


¿Cuál es el tema aquí? El Código de Ética Médica se elaboró en base a un procedimiento -de 
acuerdo con las leyes vigentes- establecido por el Colegio Médico del Uruguay. ¿Qué establece el 
Código de Ética Médica? Establece las obligaciones del médico y la protección de los derechos del 
paciente, porque son aspectos que no pueden estar determinados solamente por los médicos, puesto 
que tienen que ver con el funcionamiento de la sociedad. ¿Cómo se compagina, entonces, la 
participación del Colegio Médico del Uruguay con la participación de los representantes del pueblo que 
integran el Poder Legislativo? A mi juicio, son dos instancias diferentes y estoy en la búsqueda de cuál 
es su lógica, en el sentido de qué es lo que cada uno de ellos tiene que hacer. Según establecen otros 
Códigos de Ética, como el de Brasil -que mencionaba el señor Senador Gallo-, el de Francia o el de 
España  -que fueron consultados- las obligaciones del médico, que son algo muy especializado, 
necesariamente requieren de la opinión de los propios médicos nucleados en su colegio. Está bien que 
así sea, porque si nosotros nos pusiéramos a hablar en el Parlamento de las obligaciones del médico, 
seguramente careceríamos del conocimiento concreto y de las competencias específicas. 


Por otro lado, me doy cuenta de que este tema no puede ser competencia solo de los 
médicos, no porque vaya a ser una ley -lo cual sería un aspecto formal-, sino por el contenido que 
tiene. Me parece, entonces, que se asimila más a la relación entre las dos Cámaras: son dos instancias 
diferentes. Es cierto que cuando una Cámara aprueba una modificación la otra puede aprobarla o no. 
En ese caso, por un determinado mecanismo se estaría buceando entre el Colegio Médico del Uruguay 
y el Parlamento, para encontrar la forma en que cada una de esas dos instancias tenga su quehacer. 


Es cuanto tengo para aportar, ya que mi experiencia jurídica o de elaboración de leyes no me 
permite ir más allá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece un razonamiento bastante lógico, dado que el proceso se ha 
venido dando así. También es cierto que estamos ante un instrumento de igual jerarquía que el que 
mandó ese procedimiento y que, desde el punto de vista jurídico, no habría ningún inconveniente en 
modificarlo, ya que una ley posterior deroga la anterior. Claro está que eso no contaría con el 
consenso obtenido en el proceso plebiscitario que, evidentemente, le da una legitimidad de la que 
carecerían determinadas modificaciones que nosotros hoy quisiéramos introducir. Desde el punto de 
vista jurídico podría perfectamente cambiarse todo el procedimiento, pero entraríamos a desandar un 
camino iniciado hace ya más de dos años. 


Creo recordar -he perdido un poco el contacto con el tema- que dijimos que desde que 
comenzó el tratamiento de este proceso que demandó un tiempo, se produjeron algunos cambios en la 
legislación, y que posiblemente algunas disposiciones contenidas en este proyecto, oportunamente 
plebiscitado, entrarían en colisión con algunas normas que luego hemos votado aquí. Sinceramente, no 
recuerdo cuáles eran. Me acota la señora Secretaria que una de ellas es la relativa al trasplante de 
órganos. Entonces, en ese caso, podríamos tener algún inconveniente por estar aprobando algo que 
entraría en colisión con algunas normas que nosotros mismos votamos. 


SEÑOR GALLO.- Cuando asistió el Presidente del Colegio Médico del Uruguay, el doctor Torres, dijo 
que ellos habían tenido en cuenta esto porque durante la elaboración del Código todavía no se habían 
convertido en ley algunas iniciativas que se aprobaron posteriormente -como la de trasplante, 
reproducción asistida y clonación-, las que hacían referencia a un Código de Ética Médica que sería 
este y que, en definitiva, estaba elaborándose. En aquella ocasión el profesor dijo que se había creado 
un espacio de libertad interpretativa para los Tribunales de Ética Médica. Quiere decir que el Tribunal 
de Ética Médica es el que, en definitiva, actúa en el Colegio Médico a los efectos de aplicar el Código, 


y en sus cometidos u objetivos se le dio una libertad a los efectos de que pudiera interpretar de 
acuerdo con el Código o con las leyes que existieran al respecto. Entonces, aunque haya una 
definición diferente en determinados aspectos -tal como sucede en la ley de trasplantes-, le dan la 
libertad al Tribunal de Ética Médica en el sentido de laudar en función del Código o de las leyes 
vigentes, según lo interprete. 


Por lo tanto, por la propia interpretación que el Colegio Médico hace de los cometidos acerca 
de cómo debe funcionar el Tribunal de Ética Médica -con esa libertad interpretativa que le otorgan a los 
efectos de que lo haga por el propio Código o por las leyes que pueden ir aprobándose-, podemos 
ingresar en el análisis de un proyecto de ley que tenga que ver con este tema y podemos o no 
concordar con el Código de Ética Médica. Esta situación puede darse en el futuro, pero ello no implica 
que si se crea algún inconveniente el Código también puede ser modificado, pero deberá seguir todo el 
procedimiento que la propia ley indica hasta, inclusive, plebiscitarlo. Entonces, frente a esa dificultad 
que podía establecerse, esta libertad que se da a los Tribunales de Ética puede solucionar algún 
aspecto formal inconveniente que se pueda plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un tema muy importante, por lo que pediría por lo menos una semana 
para estudiarlo, con el fin de evitar alguna contradicción insalvable que fuera muy grosera y dejara el 
tema a discrecionalidad de un Tribunal que después no sabría qué norma terminaría aplicando. Me 
gustaría estudiar con más detenimiento el punto para poder analizarlo mejor. 


SEÑOR AGAZZI.- Quiero plantear que he revisado los aspectos que, como integrante de la Comisión, 
me parecía que podían tener una contradicción con esto, en función de que establecen conceptos 
nuevos. En el caso de las normas que refieren a trasplantes, lo que me llamó la atención fue el artículo 
50.3, que dice: “Los médicos autorizados a comprobar la muerte, el equipo responsable del trasplante y 
quienes deben tomar la expresión de voluntad de los familiares, tutor o curador del paciente, serán 
independientes entre sí”. Es decir que la norma establece la independencia, pero incluye la frase 
“quienes deben tomar la expresión de voluntad de los familiares”. Después de pensarlo, creo que este 
artículo en realidad no es contradictorio con lo que ahora dice la ley de trasplantes, porque puede 
tratarse de la voluntad negativa o la voluntad positiva. Antes se pedía la voluntad positiva; ahora, 
después de la ley que sancionamos, se puede plantear la voluntad negativa. En consecuencia, este 
artículo, así como está escrito, está en concordancia con lo que establece la ley de trasplantes. 


También he revisado la parte que tiene que ver con la clonación, la investigación científica, 
etcétera, que son aspectos que discutimos aquí en la Comisión, y me parece que es absolutamente 
coherente con todo eso. 


De manera que he revisado todos estos aspectos y me parece que son concordantes. Pero 
creo que está bien lo que plantea el señor Presidente, en el sentido de que analicemos el tema con 
mucha atención, y en todo caso seguimos con el criterio de que si hubiera alguna cuestión de 
importancia, conceptual, antes de promulgarlo como ley, deberíamos enviar el proyecto al Colegio 
Médico del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También podríamos pedir un informe escrito a Estudios Legislativos para tener 
una tercera opinión. 


Si hay acuerdo, entonces, aplazaríamos el tema para la próxima sesión. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 57 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


